

SENTENCIA NÚMERO: CUARENTA Y DOS
En la ciudad de Córdoba, a los tres días del mes de julio de dos mil catorce, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h), bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "CHANQUÍA, GABRIELA CARINA C/ MUNICIPALIDAD DE PILAR - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DIRECTO" (Expte. N° 1809940), con motivo del recurso directo interpuesto por la demandada a fs. 36/43 del cuerpo de la queja, fijándose las siguientes cuestiones a resolver:-----------------------------------------------------------
PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso directo?------------------------
SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?---------------------

Conforme al sorteo que en este acto se realiza, los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h).---------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------
1.- La demandada interpone recurso directo (fs. 36/43 del cuerpo de la queja) en contra del Auto Interlocutorio Número Cien del veinticinco de marzo de dos mil catorce (fs. 33/34vta.), dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación, que no concedió el recurso de casación que interpusiera (fs. 10/19vta.) contra la Sentencia Número Ciento noventa y seis, dictada el dieciséis de diciembre de dos mil trece, que resolvió: "1.- Hacer lugar a la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción incoada por Gabriela Carina Chanquía en contra de la Municipalidad de Pilar y declarar la nulidad de los decretos nros. 583/11 y 7/12.-------------------------------
2.- Condenar a la demandada a reincorporar a la actora en el cargo en el que se desempeñaba a la fecha de la cesantía, o en otro de igual jerarquía, con reconocimiento de la antigüedad a todos los efectos, incluso los previsionales, lo que deberá realizar en el plazo de dos meses contados a partir de que quede firme el presente resolutorio, bajo apercibimiento de ejecución.---------------------
3.- Condenar igualmente a la accionada a abonar a la actora los daños materiales y morales experimentados como consecuencia de los actos anulados, cuya cuantificación se difiere a la etapa previa de ejecución de sentencia.---------
4.- Imponer las costas del juicio a la demandada vencida y diferir la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para cuando se determine en definitiva la cuantía económica de la Litis. …" (fs. 1/9).--------------
2.- A fs. 44 del cuerpo de la queja pasan los autos para resolver atento la suspensión de la ejecución de la sentencia solicitada por la Administración Pública Municipal.---------------------------------------------------------------------------
3.- Corresponde en primer término analizar la viabilidad formal del recurso directo interpuesto por la demandada.-----------------------------------------
En orden a la queja, es dable precisar que se han satisfecho los recaudos establecidos por el artículo 402 del Código Procesal Civil y Comercial -aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182- y la recurrente ha rebatido los argumentos mediante los cuales el Tribunal a quo denegó la concesión del recurso de casación interpuesto.-----------------------------------------------------------
4.- En mérito a lo señalado en el punto anterior, corresponde analizar la procedencia formal y sustancial del recurso de casación interpuesto.---------------
5.1.- Con fundamento en el motivo sustancial de casación (art. 45 inc. a) de la Ley 7182) la recurrente acusa una errónea aplicación de los artículos 68 inciso a) y 72 de la Ordenanza Municipal 180/86.--------------------------------------
Expresa que cuando la norma del artículo 72 hace referencia a que la cesantía requiere sumario previo, excepto en los casos en que la exceptúa, se agota en sí misma; en cambio, cuando el mismo artículo se refiere a la exoneración, tipifica sus causales a través de dos incisos e impone el requerimiento de sentencia firme, de modo inmediato, se refiere al descargo en los "supuestos precedentes" luciendo manifiesto -incluso gramaticalmente- que los supuestos únicamente abarcan los comprendidos en el párrafo inmediato anterior, esto es, las causales de exoneración.-------------------------------------------
Indica que el fallo, con cita jurisprudencial, considera que el descargo corresponde aún cuando no haya norma que lo prevea, hipótesis que llevaría eventualmente a una declaración de inconstitucionalidad del Estatuto en tanto no se confirió vista ni por omisión ni por olvido, sino porque de acuerdo a las disposiciones estatutarias aplicables, no era necesario hacerlo.-----------------------
5.2.- Con sustento en el motivo formal de casación (art. 45 inc. b) de la Ley 7182) denuncia la inobservancia del deber de adecuada fundamentación de la sentencia, al anular las resoluciones municipales sancionatorias en función de una presunta omisión de conferir descargo al agente sancionado, pero absteniéndose en todo momento de verificar si se configuró un agravio real y efectivo. Cita jurisprudencia.---------------------------------------------------------------
Estima que cualquier anulación requiere no sólo la inobservancia de un recaudo impuesto bajo pena de nulidad, sino también que esa inobservancia haya producido un menoscabo de reparación ulterior imposible y que el fallo sólo se sostiene en la mentada omisión de descargo desbordando el principio de instrumentalidad de las formas y las convierte en un fin en sí mismas.--------------
Agrega que el error de motivación se potencia o realza en tanto el Tribunal se abstuvo de manera ilegítima de examinar si las ausencias laborales de la actora estuvieron verdaderamente injustificadas a la luz de la prueba aportada en el expediente judicial, con lo que habría podido establecer la irrelevancia del defecto formal de omisión de descargo.--------------------------------------------------
Remarca que, como tesis primal del agravio, el defecto formal atribuido al procedimiento administrativo debió adunarse con la demostración de un efectivo perjuicio resultando indispensable que se estudiase si verdaderamente las faltas de la actora, causal objetiva de la sanción, habían sido o no justificadas, porque ello hubiese compenetrado la entidad del vicio formal, demostrándose de tal suerte el real perjuicio sufrido y la consiguiente ilegalidad sustancial del acto de la Administración.---------------------------------------------------------------------------
Destaca que el Tribunal se apartó de las constancias comprobadas de la causa, al no evaluar que a pesar de la supuesta privación del derecho defensivo que se le enrostra a su parte, de todos modos, tanto al interponer el recurso administrativo de reconsideración como al desarrollar el presente proceso judicial, la actora ejerció su defensa en todas sus manifestaciones posibles.--------
Señala que el máximo Tribunal de Justicia de la Nación ha jerarquizado el principio de convalidación en materia administrativa, con expresa y concreta referencia a la audiencia previa o descargo anterior a la emisión de un acto sancionador, señalando que la concurrencia de tales omisiones no lo nulifica si      a posteriori, en Sede Judicial, el interesado pudo desplegar las defensas y pruebas de las que se vio privado en la instancia cumplida ante la Administración. Cita jurisprudencia.--------------------------------------------------------------------------------
Opina que la decisión extrema que se adoptó dilata la decisión definitiva del asunto pues nada obsta a que, en caso de adquirir firmeza el pronunciamiento, se vuelva a reiniciar el trámite sancionador con chance de descargo para la agente, reeditando infructuosamente la totalidad del ciclo administrativo y judicial, ya que no sería expectable que de tal descargo surjan elementos nuevos o diferentes de los ya aportados en la causa.---------------------------------------------
Expresa que dado el carácter objetivo de la falta, fácilmente comprobable, el descargo no cumple la función del sumario previo y su omisión no constituye una falta gravísima o un supuesto de nulidad absoluta, sino que puede ser subsanada.-------------------------------------------------------------------------------------
Hace reserva del caso federal.------------------------------------------------------
6.- Mediante el pronunciamiento recaído en autos, el Tribunal de Mérito hizo lugar a la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción incoada por la actora y anuló el Decreto Número 538 del Intendente de la Municipalidad de Pilar, de fecha veintinueve de diciembre de dos mil once, mediante el cual se la sancionó con cesantía (cfr. fols. 16/17 del Expte. Adm. Nro. 01/2011 "C") y  el Decreto Número 007 del nueve de enero de dos mil doce que desestimó su recurso de reconsideración (cfr. fols. 29/32, expte. adm. cit.). Asimismo condenó a la demandada a reincorporar a la agente y a abonarle los daños materiales y morales ocasionados por los actos administrativos anulados, con costas a la parte demandada.-----------------------------------------------------------------------------------
Contra dicho pronunciamiento alza su embate la casacionista.----------------
7.- Ingresando al análisis de los agravios, cabe recordar que el recurso de casación, en tanto remedio extraordinario, no cubre la discrepancia de la recurrente con la determinación de los hechos y el encuadramiento jurídico que realizan los Jueces de la causa, en la medida que no se demuestre un vicio in procedendo o in iudicando, eficaz para habilitar la instancia de anulación. Lo contrario convertiría a este Tribunal en una instancia ordinaria para atender las objeciones de los litigantes a quienes anima un diverso criterio de interpretación, lo que no se compadece con la competencia atribuida al Máximo Órgano Jurisdiccional por la Constitución de la Provincia (art. 165 inc. 3).------------------

8.- En el primer agravio la recurrente acusa una errónea aplicación de los artículos 68 inciso a) y 72 de la Ordenanza Municipal 180/86 al exigir el descargo previo a la cesantía, sosteniendo que la ausencia de vista no fue por omisión ni por olvido, sino porque no era necesario hacerlo conforme a las disposiciones estatutarias aplicables.------------------------------------------------------
La Cámara ponderó las constancias de la causa y el derecho aplicable, los que valorados según el principio de la sana crítica la llevaron a la conclusión de que en el caso traído a su revisión no se había cumplido con el debido proceso adjetivo previamente a la sanción, ni se había garantizado en modo alguno el derecho constitucional de defensa que asistía a la agente cuya conducta era cuestionada, al no darle la posibilidad del descargo previo (cfr.                             fs. 147vta./148vta.).-------------------------------------------------------------------------
Como este Tribunal Superior de Justicia lo ha sustentado en otras oportunidades la imposición de una sanción presupone el respeto ineludible del principio fundamental del debido proceso "...exista o no una norma que expresamente lo establezca, ya que aún en ausencia de ella, el debido proceso constituye un principio constitucional de obligatorio acatamiento".----------------
Es decir, aún cuando el Estatuto de la demandada no regulaba el debido proceso, era obligatorio acatar primero el ordenamiento constitucional y la interpretación establecida por la jurisprudencia. Si la norma nada dice, la Administración debe escoger entre el descargo o el sumario previo, pues es la única manera de interpretar en un sentido integral el ordenamiento jurídico a los efectos de que la Constitución y sus principios no comporten una verdad declamada sino una realidad aplicada.---------------------------------------------------
En ese contexto argumental, la réplica de la casacionista deviene ineficaz al amparo de la doctrina de este Tribunal, actualizada en reiterados precedentes (Sentencias Nros. 110/2000 "Maidana...", Nro. 223/2000 "Tafani...", Nro. 51/2001 "Serapio Sáenz...", Nro. 112/2001 "Carranza..." y Nro. 82/2002 "Piana de Novaira..."), en el sentido que así como el "proceso" tiene como objeto fundamental dirimir una controversia entre partes por una autoridad imparcial e independiente, aplicando el derecho correspondiente, el procedimiento administrativo en cambio, tiene la finalidad de aplicar no sólo el orden jurídico garantizando los derechos e intereses de los administrados, sino que esencialmente pretende salvaguardar el interés público (vid de mi autoría, "El procedimiento administrativo en Córdoba", en "Procedimiento Administrativo", Jornadas Organizadas por la Universidad Austral, Facultad de Derecho, 1998, pág. 475). Así, el procedimiento administrativo -en el que está comprendido el sancionador- tiene una triple finalidad: garantizar los derechos e intereses individuales y colectivos, asegurar la vigencia del orden jurídico como así también satisfacer el interés público en juego.-------------------------------------------
En tal contexto es deber inclaudicable de la Administración en el marco del Estado de Derecho velar permanentemente por la legalidad de su actividad, el correcto desempeño de sus agentes y la transparencia en el ejercicio de la función pública. No puede existir ningún impedimento cuando la Administración quiere promover el esclarecimiento de ciertos hechos a fin de proteger el principio de legalidad en el obrar administrativo. Empero, ello debe hacerse resguardando las garantías del debido proceso, el principio general de inocencia y por lo tanto la acreditación del hecho imputado con la certeza legal necesaria.----------------------

Sin embargo, el ejercicio de las potestades sancionatorias por el Intendente Municipal no autoriza a castigar aplicando de modo incorrecto el orden jurídico vigente, lo que acontece en autos, donde la Administración demandada ha sancionado a una agente invocando a ese fin el precepto atributivo de la potestad de sancionar con "cesantía" las inasistencias injustificadas de más de diez (10) días continuos o discontinuos en los once (11) meses anteriores. Pero cierto es que en la actuación in concreto de esa potestad ha omitido efectuar en forma previa una vista sin brindarle la posibilidad de ejercitar su derecho de defensa ni ofrecer prueba, antes de la imposición de la sanción. En autos resultaba de aplicación el artículo 72 del Estatuto del Empleado Municipal que establecía el descargo previo.------------------------------------------------------------------------------

No son estos los estándares mínimos que impone el principio del debido proceso adjetivo con relación a la formulación de la acusación por la Administración y el correlativo derecho al descargo a favor del agente imputado, como instrumentos jurídicos idóneos que garanticen sin cortapisas el pleno ejercicio del derecho de defensa (arts. 19.9, 39 y 40 de la Constitución Provincial) y la exclusión de toda hipótesis de arbitraria situación de indefensión.-----------------------------------------------------------------------------------

La imposición de una sanción administrativa presupone el respeto ineludible del principio fundamental del debido proceso y del derecho de defensa (Sala Contencioso Administrativa, Sentencias Nro. 12/1996 "Esteban... ", Nro. 203/1999 "Rius...", entre muchas).--------------------------------------------------------

Ciertamente que el Máximo Tribunal de Justicia de la Nación ha aventado las discusiones doctrinarias sobre la vigencia de dichas garantías en el marco de procesos distintos a los de la jurisdicción penal, prevaleciendo en definitiva la tesis en orden a que las normas sustanciales de la garantía de la defensa deben observarse en todos los procesos, incluso ante Tribunales Administrativos, por lo que los artículos 18 de la Constitución Nacional y 23 inciso 13, 39 y 40 de la Provincial trascienden el campo de lo estrictamente penal ("Riccomi", Fallos 312:779 y "Fernández" Fallos 312:1042, vid Sagües, Néstor Pedro, "Elementos de Derecho Constitucional", Edit. Astrea, 3era. Edic. 1999, pág. 757).--------------
9.- Desde esta perspectiva axiológica, el procedimiento administrativo constituye siempre una garantía jurídica, carácter que adquiere especial importancia cuando se trata del trámite actuado con el objeto de imponer una sanción administrativa, puesto que, la Administración no puede sancionar sin la previa instrucción de un procedimiento encaminado a comprobar la infracción, que respete el principio axiológico fundamental del debido proceso adjetivo y la defensa del ciudadano, consagrados en los artículos 18 de la Constitución Nacional y 23 inciso 13, 39 y 40 de la Provincial de 1987.----------------------------

La ponderación de la real restricción al pleno ejercicio del derecho de defensa por parte del administrado acusado de la comisión de una falta administrativa, como así también de la estricta observancia de las reglas que en cada caso particular salvaguardan la garantía del debido proceso adjetivo, no pueden llevarse a cabo con alguna ligereza o superficialmente, sino que corresponde profundizar el examen objetivo y contextual de todas las circunstancias acreditadas desde el inicio mismo del trámite sancionatorio.--------
10.- En el sub lite, luego de un exhaustivo repaso de las constancias del Expediente Administrativo Número 01/2011, Letra "C", se advierte que la omisión del descargo previo no ha resguardado las garantías mínimas del principio del debido proceso adjetivo que todo procedimiento debe observar (arts. 18 de la Const. Nacional y 39 y 40 de la Const. Provincial).-------------------

Lo dicho traduce la necesidad de la concreción expresa de la acusación formulada contra el agente público inculpado, en la cual se deje constancia de los hechos imputados como configuradores de una presunta falta administrativa merecedora de la sanción consiguiente, asegurando el formal descargo por escrito que confiera al interesado la oportunidad de alegar todas las razones que estime necesarias para su defensa, a las que podrá añadir el ofrecimiento de las pruebas que fueren conducentes.---------------------------------------------------------------------

El Decreto Número 531/2011 que ordena la instrucción de un sumario administrativo, expresa "… estos antecedentes configuran la posibilidad de que haya existido una falta grave de servicio, dirigida a sabotear intencionalmente el funcionamiento del Juzgado de Faltas, y que por tanto excede lo que podría considerarse como simples ausencias injustificadas…" (fol. 4 del expte. adm. cit. -el resaltado no es del original-) sin más especificación al respecto.-----------------

Dicha falencia, vale aclarar, no se subsana con el cambio de acusación motivado por inasistencias de la acusada a través del informe rendido por la Oficina de Personal (cfr. fol. 11, expte. adm. cit.) o en los dichos del dictamen de Asesoría Letrada que refieren "…la presente investigación fue iniciada a los fines de determinar una posible falta grave de servicio. No obstante, en el decurso de la misma se detectó la configuración de una causa objetiva de cesantía…" (cfr. fol. 14, ib.), pues el ejercicio de defensa en tales oportunidades está íntimamente vinculado al debido conocimiento previo del hecho que se le atribuye, que en el caso no estaba individualizado en sus condiciones de tiempo, modo, lugar y persona, agravado por la ausencia de una previa vista o traslado al agente.-----------------------------------------------------------------------------------------

En definitiva, la accionante no pudo ejercer su derecho de defensa garantizado por las normas contenidas en las Cartas Magnas Nacional y Provincial, antes de la aplicación de la sanción.-----------------------------------------

11.- La deficiencia apuntada en la etapa previa a la emisión del acto sancionatorio, fulmina la juridicidad del acto impugnado, por cuanto se ha contrariado el orden jurídico vigente por violación de los principios que informan el procedimiento para su dictado (vid Gordillo, Agustín, "Tratado de Derecho Administrativo", T. II-B, págs. 332 y ss.; Fiorini, Bartolomé, "Derecho Administrativo", T. I, págs. 511 y ss.; Zanobini, G., "Curso de Derecho Administrativo", T. I, págs. 400 y ss. y Sandulli, A., "Manuale de diritto amministrativo", págs. 470 y ss.).---------------------------------------------------------

Tales conceptos se derivan de los principios de juridicidad expresamente condensados en el ámbito constitucional y aún cuando se trate de la comisión de faltas objetivamente comprobables (caso de las inasistencias injustificadas) en donde la exigencia del sumario se considera satisfecha con una previa vista o traslado al agente a fin de que pueda ejercer su defensa, su omisión constituye una grave violación que no puede considerarse cubierta en el acto que aplicó la sanción, con la cita del informe realizado por aquélla y la genérica remisión a las normas estatutarias pretendidamente quebrantadas (cfr. Dcto. Nro. 07/12, fols. 16/17, expte. adm. cit.).---------------------------------------------------------------------
12.- El ejercicio de la potestad disciplinaria comporta el respeto inexcusable del principio axiológico fundamental del debido proceso adjetivo en forma previa a la aplicación de la sanción, el cual se materializa a través del procedimiento sumarial en una acepción amplia (comprensiva no sólo del mero "descargo" sino también del sumario "strictu sensu", según las singularidades de la falta imputada), cuya omisión no se subsana por vía de las impugnaciones posteriores a la imposición de la sanción. Este es el sentido y alcance de lo dispuesto por el artículo 23 inciso 13 de la Constitución Provincial (conf. Sentencias Nro. 12/1996 "Esteban, Elsa...", Nro. 43/1998 "Paniagua de Alday...", Nro. 155/1999 "González...", Nro. 106/2000 "Reges...", Nro. 116/2000 "Medina de Mentasti...", Nro. 154/2001 "Ravagnani..." y Nro. 43/2004 "Piñero...").--------
La finalidad del precepto es garantizar insoslayablemente el debido proceso adjetivo, por lo que si excepcionalmente la normativa infraconstitucional acude al descargo para garantizarlo, ello armoniza con el texto de jerarquía superior que se reglamenta, siempre que se recepte con la amplitud necesaria el derecho de defensa, esto es: derecho a ser oído, ofrecer y producir prueba y obtener una decisión fundada.--------------------------------------------------------------
Como se puso de relieve a partir de la Sentencia 37/2007 "Ardanaz…" en el marco del ejercicio del control de convencionalidad realizado por la propia Corte Interamericana de Derechos Humanos, las garantías judiciales del artículo 8 de la Convención no se limitan a los recursos judiciales, sino al conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales (Caso "Ivcher Bronstein" del 06/02/2001). Como señala la doctrina, el efecto útil hallado en la norma le permitió afirmar a la Corte Interamericana que los órganos jurisdiccionales, como los que ejercen funciones de naturaleza jurisdiccional, tienen el deber de "adoptar decisiones justas basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso..." (cfr. ALBANESE, Susana, "El Sistema Regional Americano de Derechos Humanos" en ALBANESE, Susana y Otros, Derecho Constitucional, Editorial Universidad, Buenos Aires, 2004, pág. 510).------------
El contenido esencial de las denominadas garantías judiciales ha sido expresamente extendido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos al procedimiento administrativo en el caso "Baena, Ricardo y Otros (270 Trabajadores vs. Panamá)" de fecha dos de febrero de dos mil uno, al señalar que "...Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula "Garantías Judiciales", su aplicación no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, "sino [al] conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales" a efectos de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos. Es decir, cualquier actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso legal..." (énfasis agregado).--------------------------------
En la observancia de estos principios se juega la efectividad de la tutela judicial efectiva y también de la tutela administrativa efectiva que supone la posibilidad de ocurrir ante los Tribunales de Justicia -a lo que cabe agregar, ante las autoridades administrativas competentes- y obtener de ellos sentencia o decisión útil relativa a los derechos de los particulares o litigantes (Fallos 310:276 y 937; 311:208) y que requiere, por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieren eventualmente asistirle sino por medio de un proceso                           -o procedimiento- conducido en legal forma y que concluya con el dictado de una sentencia -o decisión- fundada (Fallos 310:1819 y fallo de la C.S.J.N. de fecha 14 de octubre de 2004, en autos "A.937.XXXVI. Astorga Bracht, Sergio y otro c/ COMFER c Dcto. 310/98 s/ amparo Ley 16.986" y comentario de Canosa, Armando N., "Alcances de la denominada tutela administrativa efectiva" en R.A.P., Nro. 323, pág. 75).-----------------------------------------------------------------
13.- Cabe señalar finalmente como lo sostuviera en precedentes anteriores, que la posibilidad de deducir recursos con posterioridad a la imposición de la sanción no convalida la omisión del respeto al debido proceso previo (Sentencias Nro. 12/1996 "Esteban...", Nro. 203/1999 "Rius...", Nro. 102/2001 "Benassi...", Nro. 112/2001 "Carranza...", Nro. 199/2001 "Medina Adelki..." y Nro. 51/2002 "Reyeros...").---------------------------------------------------------------------------------
El recurso es una impugnación de un acto administrativo ante un órgano de ese carácter que obviamente se interpone a posteriori de la imposición de la sanción. Su objetivo es agotar la vía administrativa como paso previo a la judicial procurando, generalmente sin sustanciación, la revisión de un acto ya dictado. Nada tiene que ver con el debido proceso que procura tutelar una garantía constitucional clarificando la comisión de los hechos y la determinación de las responsabilidades.----------------------------------------------------------------------------
Su omisión significaría colocar al imputado en una evidente situación de indefensión, puesto que le privaría la posibilidad de destruir en el momento oportuno la eventualidad de una falsa acusación o la pérdida del derecho a oponer una causa de justificación que le acuerda la ley, convirtiendo de esa forma en ilusorias las garantías de acierto y ecuanimidad de la sanción a dictarse.--------
Lo que pretende el debido proceso es el respeto de su contenido con anterioridad a la sanción misma. De allí que la Constitución dice "sumario previo" antes de la sanción. En definitiva, no es lo mismo garantizar el debido proceso previo que el acceso al control administrativo a través de la vía recursiva. Son dos temáticas diferentes.---------------------------------------------------------------
Tales conceptos se derivan de los principios de juridicidad expresamente condensados en el ámbito constitucional. El obrar de la Administración está condicionado a que su actividad se ejercite dentro de límites razonables, de modo que no se vulneren las garantías y derechos constitucionales, sin debilitar ni alterar los mismos. Sólo así la actuación de los organismos administrativos y judiciales podrán tener una doble fuerza de convicción: legalidad y razonabilidad, la primera, a través del correcto encuadre normativo de la cuestión y la segunda, por medio de una vivencia de justicia.------------------------------------
Igual conclusión corresponde en función de la invocada teoría de la "subsanación o convalidación en sede judicial", ya que sólo las irregularidades menores pueden excepcionalmente ser convalidadas, en la medida que no vulneren el debido proceso y que su esencialidad quede cubierta. Esto no acontece en el sub lite atento la magnitud del desvío procedimental configurado en Sede Administrativa al privársele a la agente de la posibilidad de defenderse u ofrecer prueba.--------------------------------------------------------------------------------
14.- En mérito a las razones explicitadas, corresponde no hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la parte demandada.-------------------------------
15.- La medida cautelar tendiente a suspender la condena de reincorporar a la ex agente y abonarle los daños materiales y morales (cfr. fs. 41/43), se ha tornado inoficiosa atento su carácter accesorio.--------------------------------------
16.- En cuanto a las costas de la instancia corresponde sean a cargo de la parte demandada (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 del C.P.C.A.), más cuando existe una sólida doctrina legal y vigente en causas análogas (Sentencias Nro. 12/1996 "Esteban...", Nro. 60/1996 "Manetti...", Nro. 203/1999 "Rius...", Nro. 111/2000 "Bianchi...", Nro. 199/2001 "Medina Adelki...", Nro. 51/2002 "Reyeros..." y Nro. 17/2006 "Méndez Casariego...", entre otras).--------------------------------------------------------------------------------
Así voto.---------------------------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------
Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.--------------------------------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:-----------------------
Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal de primer voto, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.--------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------
Corresponde: I) No hacer lugar al recurso directo interpuesto por la demandada (fs. 36/43) en contra del Auto Número Cien de fecha veinticinco de marzo de dos mil catorce (fs. 33/34vta.).-----------------------------------------------
II) Declarar abstracta la medida cautelar solicitada.-----------------------
III) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Jorge Horacio Gentile y Mariana Torres -parte actora- por los trabajos realizados en esta instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), en conjunto y proporción de ley, previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..---------------------------------------------------------------
IV) Ordenar la agregación del cuerpo de la queja a las actuaciones principales.--------------------------------------------------------------------------------
Así voto.----------------------------------------------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------
Adhiero a las conclusiones a que arriba el Señor Vocal preopinante. Por ello, compartiéndolas, voto en idéntico sentido.---------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:-----------------------
Estimo correcta la respuesta proporcionada por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, ya que la misma expresa la solución adecuada a la presente cuestión. Por ello, voto en igual forma.---------------------------------------------------
Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,-------
RESUELVE:------------------------------------------------------------------------------
I) No hacer lugar al recurso directo interpuesto por la demandada (fs. 36/43) en contra del Auto Número Cien de fecha veinticinco de marzo de dos mil catorce (fs. 33/34vta.).-----------------------------------------------------------------------

II) Declarar abstracta la medida cautelar solicitada.-----------------------
III) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Jorge Horacio Gentile y Mariana Torres -parte actora- por los trabajos realizados en esta instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), en conjunto y proporción de ley, previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..---------------------------------------------------------------
IV) Ordenar la agregación del cuerpo de la queja a las actuaciones principales.--------------------------------------------------------------------------------
Protocolizar, dar copia y bajar.-


CERTIFICO: Que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin ha emitido opinión en estos autos, pero no suscribe la presente en razón de encontrarse en uso de licencia, siendo de aplicación el artículo 120, 2° párrafo del Código Procesal Civil y Comercial, por remisión del artículo 13 de la Ley 7182. Doy fe. Oficina, tres de julio de dos mil catorce.-
DR. DOMINGO JUAN SESIN


PRESIDENTE SALA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA


TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA





Dr. ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h)


VOCAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA





Dra. AIDA TARDITTI


VOCAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA








18
1

